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PRÓLOGO

			El siglo nbsp;xxi ha traído consigo nuevos desafíos para la justicia, obligándonos a replantear sus estructuras, procedimientos y valores fundamentales. La tradicional imagen de la justicia, concebida como un sistema rígido, formalista y sobrecargado, ya no responde a las necesidades de una sociedad moderna que exige soluciones rápidas, eficaces, sostenibles y adaptadas a la diversidad de conflictos. En este contexto, los Métodos Adecuados de Resolución de Conflictos (MASC) han pasado de ser una alternativa complementaria a convertirse en una pieza central en la transformación del sistema judicial.

			No se trata solo de descongestionar los tribunales, sino de garantizar un acceso a la justicia más equitativo, eficiente y sostenible. Como ya señalaban las directrices europeas, y como se recoge en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas de eficiencia del Servicio Público de Justicia, los MASC deben entenderse no como una vía secundaria, sino como una estrategia esencial para modernizar el sistema judicial. Esta Ley ha sido un paso decisivo en España para dar reconocimiento normativo a la mediación, la negociación y otros mecanismos autocompositivos que promueven soluciones más flexibles, eficaces y satisfactorias para la ciudadanía.

			Desde el Ministerio de Justicia, durante nuestro mandato, impulsamos una reforma estructural de la justicia con el desarrollo del Programa Justicia 2030. Este proyecto no solo partía de la necesidad de mejorar la eficiencia de la justicia en términos cuantitativos, sino que también apostaba por una nueva concepción del Servicio Público de Justicia, basado en la proximidad, la sostenibilidad y la digitalización. Justicia 2030 fue concebido como una hoja de ruta para afrontar los déficits históricos del sistema judicial español y adaptarlo a los desafíos de nuestro tiempo. No solo se elaboró un nuevo proyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal, sino también tres proyectos de eficiencia: digital, organizativa y procesal, cuyo objetivo era el de modernizar y fortalecer el sistema judicial español. Estos tres proyectos se iniciaron en una dura época para todos los españoles, en 2020, y contaron con la participación de numerosos expertos y expertas que, con generosidad y compromiso, aportaron su conocimiento a los equipos ministeriales. Su implicación fue esencial para garantizar que las reformas fueran realistas, eficaces y adaptadas a la práctica jurídica, asegurando así una transformación profunda y estructural del sistema de justicia. Asimismo, se potenciaba lo que desde el Ministerio se consideró siempre capital, la transferencia de conocimiento desde los centros más vanguardistas de conocimiento, las Universidades públicas.

			Un eje clave de este ambicioso programa legislativo, hoy contenido en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, fue la incorporación de los MASC como un pilar estructural, siguiendo las recomendaciones del Consejo de Europa y de la Comisión Europea para la Eficiencia de la Justicia (CEPEJ). No se trataba simplemente de fomentar la mediación como un recurso voluntario, sino de cambiar la cultura del litigio por una cultura del acuerdo, en la que abogados, jueces y operadores jurídicos fueran agentes activos de esta transformación.

			En este marco de transformación, la profesora Helena Soleto Muñoz desempeñó un papel clave en el desarrollo de la Ley de Eficiencia Procesal, aportando su experiencia y conocimiento en el ámbito de los MASC. Su contribución fue decisiva para la incorporación de nuevos conceptos al sistema procesal español, consolidando la idea de un sistema de justicia sostenible y eficiente. La visión de la profesora Soleto Muñoz ha quedado reflejada en la normativa, integrando aspectos esenciales como el concepto de abuso del Servicio Público de Justicia, la potenciación de las capacidades negociadoras de los abogados y la implementación de nuevos incentivos al acuerdo. Gracias a su labor, la ley no solo impulsa el uso de los MASC como una herramienta esencial en la resolución de conflictos, sino que también refuerza la formación y preparación de los profesionales del derecho para gestionar eficazmente los procesos de negociación y mediación.

			Su contribución a la integración de los MASC en España ha sido decisiva, no solo en el ámbito normativo, sino también en la formación y en la práctica profesional. Su trabajo académico ha sido un referente en derecho procesal y mediación, aportando estudios rigurosos sobre negociación, justicia restaurativa y resolución de conflictos.

			Pero su impacto no se ha limitado a la academia. Su compromiso con una justicia más sostenible se ha reflejado en su dirección del Máster Universitario en Mediación, Negociación y Resolución de Conflictos de la Universidad Carlos III de Madrid (UC3M). Este programa ha formado a una nueva generación de profesionales con las competencias necesarias para gestionar conflictos desde una perspectiva más flexible, negociadora y adaptada a las realidades sociales.

			Además, su labor se ha extendido al ámbito práctico con el impulso del Programa de Mediación Intrajudicial de la UC3M, una iniciativa que conecta la universidad con la sociedad y que ha permitido introducir la mediación en los partidos judiciales de Getafe y Leganés. Este programa, no solo ha facilitado acuerdos entre las partes, evitando procesos judiciales largos y costosos, sino que también ha sido un modelo de colaboración entre el mundo académico y el sistema judicial, demostrando que la universidad puede y debe jugar un papel activo en la modernización de la justicia.

			El libro que ahora tiene el lector en sus manos no es solo un análisis doctrinal. Es una obra práctica y metódica que proporciona herramientas concretas para los abogados que quieran incorporar la mediación y la negociación en su ejercicio profesional. A lo largo de sus capítulos, se abordan aspectos esenciales como la negociación integradora, el derecho colaborativo, la mediación en el proceso civil y la conciliación, todos ellos diseñados para ofrecer una visión clara y operativa de cómo los MASC pueden mejorar la práctica profesional.

			Esta transformación no es solo una cuestión de eficiencia judicial, sino de sostenibilidad y acceso a la justicia. Como afirmaba Emmanuel Levinas, «es la hora de la justicia, la hora de los ciudadanos iguales ante la ley». Esta justicia del siglo nbsp;xxi no puede ser una justicia de espera infinita, burocracia excesiva y resultados imprevisibles. Debe ser una justicia centrada en la persona, donde el acuerdo y la mediación sean los primeros pasos hacia la solución del conflicto, y no una opción residual tras años de litigio.

			No podemos obviar que la cultura del litigio sigue profundamente arraigada en nuestro país, pero la experiencia internacional demuestra que los sistemas de justicia más avanzados han integrado los MASC como una herramienta esencial para mejorar la calidad del servicio y garantizar un acceso más equitativo y efectivo a la justicia.

			En este sentido, el libro de la profesora Soleto Muñoz es una guía imprescindible para los profesionales del derecho que quieran liderar este cambio. No se trata solo de un texto teórico, sino de un manual para la práctica, diseñado para que los abogados no solo defiendan a sus clientes en los tribunales, sino que también sepan gestionar acuerdos, prevenir conflictos y fomentar soluciones extrajudiciales cuando estas sean más beneficiosas para las partes.

			Agradecemos a la profesora Helena Soleto su dedicación y su contribución a esta transformación. Su trabajo no solo aporta un valioso conocimiento académico, sino que también marca un camino a seguir para construir un sistema de justicia más eficiente, más accesible y más acorde a los retos de nuestro tiempo.

			Porque, en última instancia, una justicia ágil y eficaz no es solo un beneficio para los profesionales del derecho: es un derecho fundamental de los ciudadanos y un pilar esencial de la democracia.

			En Madrid a 16 de marzo de 2025.

			Juan Carlos Campo Moreno

			Magistrado del Tribunal Constitucional y Exministro de Justicia. XIV Legislatura.

			Amaya Arnáiz Serrano

			Profesora Titular UC3M y Exdirectora del Gabinete del Exministro de Justicia. XIV Legislatura.

		

	
		
			
			
INTRODUCCIÓN

			El proceso civil tal como lo conocíamos antes de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, era una estructura racional de derivación administrativista de la función de impartición de Justicia diseñado para una sociedad del siglo XIX que opera con parámetros muy diferentes a los de nuestra sociedad contemporánea.

			La Ley Orgánica 1/2025 ha venido a introducir el concepto esencial el uso razonable de los medios públicos de Justicia, que se conforman para ofrecer un servicio público a los ciudadanos, con el fin de resolver los conflictos privados y pacificar la sociedad.

			El uso proporcionado de estos servicios públicos por parte de los ciudadanos y los operadores económicos y jurídicos ha de fomentarse, y el abuso de este uso, penalizarse adecuadamente.

			Fruto de este planteamiento se ha aprobado la Ley Orgánica 1/2025, que incluye unos muy interesantes elementos para modificar las reglas de incentivos al acuerdo, estableciendo bases para ampliar los mecanismos de acuerdo entre los que se encuentra una ampliada competencia de conciliación, que podrá coadyuvar al uso adecuado del Servicio Público de Justicia, el fortalecimiento de la democracia y los valores constitucionales y europeos y la pacificación social.

			Quiero agradecer al Ministro de Justicia impulsor de los tres proyectos de eficiencia (digital, organizativa y procesal), Juan Carlos Campo, al Secretario de Estado Pablo Zapatero y a la Directora del Gabinete del Ministro Amaya Arnáiz la posibilidad de haber participado en el procedimiento de creación del proyecto de MASC, por su apoyo y su visión incluso en los momentos más difíciles. Agradezco también a todos los participantes en su creación y tramitación por el esfuerzo en intentar crear un sistema de justicia más eficaz, eficiente y satisfactorio para la ciudadanía.

			Será esencial para el éxito del cambio de paradigma, además, la implantación normativa otras medidas como las políticas, vinculadas a una efectiva financiación de los objetivos, principalmente servicios de mediación para los ámbitos más urgentes, como es el de la mediación familiar, entre otros, y las formativas a todos los niveles de operadores jurídicos, o las de concienciación y publicidad para los ciudadanos, que se establezcan elementos de incentivo al acuerdo en relación con la litigación, y sobre todo de forma previa.

			La abogacía pasa, con el sistema de fortalecimiento del acuerdo, a ser el proveedor primario de justicia en la sociedad española, de facto y normativamente. La integración de estrategias colaborativas a través de la negociación, la oferta vinculante y el uso de los MASC con terceros neutrales serán básicas para un desempeño satisfactorio y eficaz.

			Se aborda el marco conceptual de la nueva normativa, sus elementos y las herramientas MASC para el desempeño de la labor de defensa de los intereses de los ciudadanos, así como los instrumentos más concretos para su integración en la labor del abogado.

			Solo un compromiso real con una política de establecimiento de un sistema equilibrado, sostenible y satisfactorio de justicia por parte de las Administraciones concernidas y los profesionales del sistema de justicia podrá producir el cambio real de paradigma y de comportamiento de ciudadanos y operadores jurídicos.

			HELENA SOLETO MUÑOZ

			Catedrática de Derecho Procesal

			Directora del Máster en Mediación, Negociación

			y Resolución de Conflictos

			Directora del Instituto de Justicia y Litigación «Alonso Martínez»

			de la Universidad Carlos III de Madrid

			Vocal Permanente de la Comisión General de Codificación

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
EL NUEVO MARCO PROCESAL Y LA AUTOCOMPOSICIÓN: UN CAMBIO DE PARADIGMA

			
1. LA EVOLUCIÓN DE LOS SISTEMAS DE JUSTICIA HACIA LA EFICIENCIA

			Partiendo de un diferente desarrollo histórico jurídico de la justicia en democracia de los distintos países en el mundo, observamos que el ciudadano de los países desarrollados y en vías de desarrollo tiene unas expectativas en relación con la justicia mucho más amplias y exigentes que las existentes en la segunda mitad del siglo XX.

			La segunda mitad del siglo XX fue la época de construcción en España y otros países de los pilares básicos de las democracias modernas, que incluirían un sistema de Justicia independiente, mientras que los países más avanzados, como los anglosajones o del norte de Europa, ya contarían con unas instituciones democráticas consolidadas y un sistema de Justicia adecuado.

			Para los países con democracias relativamente jóvenes, los esfuerzos normativos y administrativos se han centrado desde el último cuarto del siglo XX en construir esos pilares de la sociedad democrática y garantizar cuestiones tan básicas como garantizar la independencia del poder judicial, el acceso a la justicia y el respeto al proceso debido.

			Ya entrados en el siglo XXI, la sociedad de los países avanzados, exige a sus Estados y a su funcionariado que la Justicia no sea solo justa y transparente, sino que eleve sus exigencias de calidad1.

			El ciudadano contemporáneo espera principalmente que la Justicia sea rápida, con un coste adecuado y de eficaz cumplimiento.

			Los propios Estados son conscientes de este reto, y además de ellos mismos varias instituciones gubernamentales y no gubernamentales se han ocupado de la cuestión.

			Las instituciones que promueven la calidad de la Justicia defienden la medición de diferentes parámetros de especial relevancia, revisando cuestiones estructurales como la independencia, la calidad de la formación, la inversión en justicia, uso de tecnología, y los medios materiales y personales en proporción con la población, la riqueza del país y la cantidad de litigios.

			Además de parámetros estructurales, se estudian otros relativos al desempeño, y que se relacionan más directamente con la satisfacción o insatisfacción del usuario: tiempo en la resolución, coste, eficacia de las resoluciones, etc.2

			Los estudios realizados son de tipo cuantitativo y/o cualitativo; mientras que instituciones como la CEPEJ, recogen datos de más difícil acceso, como tiempos de duración reales de los procesos, litigiosidad, presupuesto de Justicia, rendimiento, etc.3, otras instituciones como el Banco Mundial en Doing Bussines4 o proyectos como el Rule Law Index del World Justice Project han llevado a cabo estudios comparativos que se basan en la percepción de personas, ya sean usuarios de la justicia —﻿profesionales o no﻿— o la población en general5.

			En Europa, desde 2002 funciona en el marco del Consejo de Europa (en adelante, COE), la CEPEJ. Esta entidad estudia la eficacia de la Justicia de los diferentes países del COE, que incluye, además de los del continente europeo, a Turquía con un total de 46 miembros. Son miembros observadores Canadá, EE.UU., México, el Vaticano, Japón e Israel6.

			Esta organización, en la que participa también la Unión Europea focaliza su trabajo en la calidad de la justicia, evaluando cuestiones genéricas (presupuesto, organización de tribunales, número de jueces y fiscales, eficacia general) y, sobre todo, como elementos de especial relevancia, la gestión de los tiempos en la justicia y la ejecución efectiva de las resoluciones, por ser las lacras de la eficacia de la justicia, pero también analiza el desarrollo de la mediación, instrumento de calidad para la justicia que el Consejo de Europa pretende que los Estados desarrollen en prácticamente todos los ámbitos de la Justicia7.

			En relación con la situación actual de la justicia civil, la mayor problemática es la tardanza en la resolución. Por ejemplo, el tiempo de duración media en la primera instancia de un pleito litigioso civil es en países como Italia de cerca de 540 días en 2022, cuando la mayoría de los países de la UE está más cerca de 250. España estaría en 359. Además, se observa el incentivo en el uso de Alternative Dispute Resolution, ADR, sobre todo la mediación y conciliación.

			En general, se concluye en los estudios más recientes que la insatisfacción con la Justicia civil se centra principalmente en la tardanza y la ineficacia de las resoluciones8, factores que tienen un efecto negativo demostrado en la economía de los países9.

			La evolución jurídico-política de países en los últimos años va encaminada a la consolidación de los pilares del servicio de Justicia, y tanto ciudadanos en general, usuarios y operadores jurídicos exigen un mayor nivel de calidad de la justicia.

			Y es en este marco en el que surge la conveniencia de acudir a métodos adecuados de resolución conflictos (MASC), que van a ofrecer una mayor satisfacción al ciudadano, que se siente escuchado, retoma responsabilidad sobre su conflicto y verá cumplido el acuerdo con mayor facilidad.

			Además, en concreto, las instituciones que promueven y/o miden la calidad de la Justicia también lo hacen respecto de los Métodos Adecuados de Resolución de Conflictos, entre ellos la mediación, precisamente por ofrecer un plus de calidad a la Justicia, bien como método complementario, bien como método alternativo, al proceso.

			En el marco de la CEPEJ se ha creado una lista de pilares del funcionamiento de justicia, materias que marcan la calidad de la justicia, enmarcadas en cinco grupos de requisitos:

			1.º Estrategia y políticas;

			2.º Procesos de trabajo y operaciones;

			3.º Acceso a la justicia. Comunicación con usuarios y público;

			4.º Recursos humanos e independencia de los Jueces; y,

			5.º Medios económicos.

			En el informe de la CEPEJ de 2024 se aborda especificamente los ADR como una forma de promover acceso a la justicia, y se monitoriza la mediacion obligatoria en los paises y el número de mediadores existentes, que se ha doblado entre 2012 y 2022 (17,2 mediadores acreditados por 100.000 habitantes)10.

			Cada uno de estos títulos globales incluye diversos parámetros, siendo común a todos la necesidad de evaluar el resultado. En cada uno de ellos, excepto en el correspondiente a los medios económicos, se hace referencia a los ADR: la existencia de políticas de ADR, conocimiento por los jueces de los ADR, regulación material y procedimental relativa a ADR y control de eficacia de ADR11.

			Entre los elementos de calidad del International Consortium for Court Excellence también se hace referencia a ADR y mediación: los procedimientos de mediación son una política a estimular, y además, el sistema de calidad desarrollado por la entidad es también aplicable a los ADR, ya que en este ámbito, de acuerdo con el consorcio, «existe un vínculo suficiente a través de la gestión judicial o la supervisión»12.

			Por otra parte, en el estudio del Banco Mundial Doing Bussines, en el que se evalúan los factores que facilitan la inversión en negocios en los países de todo el mundo, incluyó por primera vez en 2016 la medición de la calidad de los métodos ADR13. Se apunta, al ilustrar sobre la conveniencia de estos métodos para favorecer la inversión, que:

			«Los métodos ADR no deben verse como algo que puede sustituir a los procesos judiciales tradicionales, sino como una herramienta que puede ayudar a los tribunales para resolver los conflictos de una manera oportuna, con un coste eficaz y transparente. Los mecanismos de ADR pueden mejorar la eficiencia en el sistema judicial en su conjunto, ayudando a reducir la acumulación de casos y atascos. Se pueden reducir los retrasos cuando estos son causados por procedimientos formales complejos o insuficiencia de medios judiciales y reducir los altos costos en que son conducidos los procedimientos formales, tasas judiciales y retrasos en los tribunales. Las economías con un sistema integrado de tribunales y ADR tienden a tener un poder judicial más creíble, beneficiando a los tribunales, a las partes involucradas y la economía en su conjunto.

			Cuando se utiliza como una alternativa al proceso judicial, los ADR tienen su propio conjunto de beneficios. Se da a las partes un mayor control sobre la resolución de conflictos y en la mayoría de los casos aumenta su satisfacción con los resultados»14.

			
2. EL CAMBIO DE PARADIGMA EN JUSTICIA: LA RESOLUCIÓN ADECUADA DE CONFLICTOS

			
2.1. LA ADECUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO Y LA MULTIPLICIDAD DE MÉTODOS


			Podríamos señalar que la resolución a través del acuerdo de las partes, o incluso el arbitraje, se remonta a una época anterior a la del proceso, sin embargo, si nos centramos en el Estado de Derecho moderno, habremos de acudir a las corrientes de pensamiento jurídico originadas en los años 70 en Estados Unidos, si bien en el tiempo ya existen prácticas de mediación en los tribunales en Canadá, Estados Unidos, Japón y países del norte de Europa15.

			En el año 1976 se celebró la «Conferencia nacional sobre las causas de insatisfacción popular con la Justicia» por varias instituciones judiciales y la abogacía16, llamado así en honor al profesor ROSCOE POUND, quien con este título realizó un famoso discurso en la apertura del congreso de la abogacía americana en 190617. El discurso de POUND constituía un balance de las insuficiencias de la Justicia de la época, transcurridos 130 años desde la independencia de Reino Unido18.

			El juez BURGER, presidente de la Corte Suprema de Estados Unidos, dirigió la conferencia durante tres días para un grupo de cerca de 200 profesionales: magistrados de tribunales federales y estatales, fiscales, abogados, profesores de Universidad y otros expertos, teniendo como objetivo reflexionar desde el año 1976 sobre la situación de la Justicia para el año 2000. Se refiere este juez a datos como la población del país en 1906, comparada con la de 1976, y frente al probable aumento de la litigación, plantea si el sistema de Justicia podrá asumir los retos del futuro y propone que se realice una «anticipación sistemática» de soluciones, tal como se hace en ámbitos empresariales.

			BURGER adelantó que probablemente habría «otros mecanismos y procedimientos mejor adaptados para satisfacer las necesidades de los individuos», y se refirió concretamente a mecanismos flexibles para las reclamaciones menores, así como al arbitraje y a mecanismos más adecuados para los conflictos de familia. («Debemos estudiar si podemos gestionar estas cuestiones de gran sensibilidad e intimidad fuera de la formal y potencialmente traumática atmósfera de los tribunales»)19.

			En esta conferencia fue abordada por varios expertos la posibilidad de complementar el sistema de Justicia con otros mecanismos, además de buscar medidas para hacer más rápida y barata la Justicia. Concretamente, el profesor SANDER, en su conferencia «Varieties of Dispute Processing» describió el modelo de Justicia que se ha convertido en el paradigma del siglo XXI en los países avanzados, el tribunal multipuertas.

			El profesor SANDER se refirió a la creciente presión a la Administración de Justicia por diferentes factores: apuntó que en tiempos anteriores la policía, la familia, la escuela, la iglesia ocupaban un espacio de resolución de conflictos que dejaron vacante, así como otros factores como la complejidad de la sociedad moderna y su problemática, el crecimiento del gobierno a todos los niveles y las expectativas que se han creado para los ciudadanos, entre otros.

			Ante este panorama, y la alta probabilidad de aumento, el objetivo sería buscar mecanismos para reducir la litigiosidad, ya sea a partir de una normativa reductora o bien a través de mecanismos alternativos.

			Se refería, en primer lugar, a que se pueden prevenir conflictos a través de la normativa material (como, por ejemplo, al establecer un sistema no culpable de accidentes o descriminalizar conductas). Igualmente señaló que a través de la norma material también para reducir la litigiosidad es adecuado disponer normativamente de forma clara las consecuencias de una conducta, versus establecer un sistema de fuerte discrecionalidad, propuestas asumidas por la doctrina de Análisis Económico del Derecho20.

			En segundo lugar, SANDER apunta que existe una rica variedad de procedimientos que, en solitario o combinadamente, pueden ofrecer una resolución de conflictos más «efectiva».

			Para ello, señala que es preciso conocer las características de los mecanismos de resolución de conflictos, tales como son la resolución del tribunal, arbitraje, mediación, negociación y varias mezclas de estos y otros instrumentos, y que podemos desarrollar criterios racionales para establecer qué clases de conflicto se resuelven por diferentes procedimentos, y decidir con criterio qué asuntos deben quedarse en los tribunales para ser resueltos, y cuáles deben ser procesados de otra forma.

			SANDER también apunta que si se establece un sistema adecuado de procesamiento de los conflictos es posible que aumente la cantidad de conflictos procesados, pues probablemente muchos ellos no se manifestaban en un sistema inadecuado.

			Los criterios que podrían ayudar, según SANDER, a elegir qué mecanismo utilizar podrían ser:

			1.La naturaleza del conflicto: Los problemas policéntricos no son adecuados para un sistema de heterocomposición ya que no son adaptables a una solución todo o nada. Por ejemplo, si un testador deja una colección de cuadros a dos museos, una solución mediada o negociada será mucho más adecuada para acomodar los intereses de los dos museos que una solución impuesta externamente.

			También se refiere a asuntos que podría desempeñar otra entidad distinta al tribunal. Por ejemplo, el divorcio de mutuo acuerdo ante autoridad administrativa.

			2.Relación entre las personas en disputa: La situación es diferente si las personas tienen una relación a largo plazo o su relación es puntual. En el primer caso debería ser más fácil que busquen su propia solución.

			3.Cuantía del asunto: SANDER considera que los conflictos de menor cuantía no deberían ocupar el tiempo del tribunal en muchos casos, y que se podría favorecer la conciliación y establecer un sistema de filtrado determinando qué asuntos tienen que ser vistos por el tribunal.

			4.Costo: Considera que es difícil valorar los costos de los procedimientos judiciales, pero aún más valorar los costes intangibles de la inadecuación del procedimiento de resolución. Asume que cuanto mayor formalidad procedimental, mayor costo.

			5.Rapidez: Se refiere a la falta de datos existentes, aunque se asume cree que correctamente, que el arbitraje es más rápido que la litigación, si bien cree que puede incidir la complejidad de los asuntos, el mayor número de «jueces» en el arbitraje y la posibilidad de mayor cooperación de los litigantes en el arbitraje.

			El profesor SANDER considera que en su tiempo ya existían diversiones sustantivas en el procesamiento de conflictos: tribunales especiales de familia, tribunales administrativos para impuestos, o incluso en el ámbito penal la desviación de delitos menores a mediación, y considera que ya es el tiempo adecuado para acudir a un mayor número de procedimientos alternativos.

			La idea principal que aporta SANDER es la del sistema flexible y variado de resolución de conflictos, que se organizarían a través del filtrado de casos en virtud de la adecuación del procedimiento de resolución de conflictos al conflicto, concretamente apunta que «podríamos tener una visión del futuro para el año 2000 en el que no veríamos simplemente un tribunal, sino un centro de resolución de conflictos, en el que el ciudadano primero sería canalizado a través de un agente que cribaría el asunto y lo dirigiría al procedimiento o secuencia de procedimientos más adecuado a su tipo de caso.

			El directorio de la entrada del centro podría señalar que el funcionario que hace el filtrado está en la habitación [1], Mediación [2], Arbitraje [3], Establecimiento de hechos (fact finding) [4], Panel de filtrado de negligencia (malpractice screening panel) [5] y Tribunal superior (6). Con este modelo se podría estar seguro de una cosa: habría amplias oportunidades de participar… Finalmente, las facultades de derecho deberían diversificar su casi exclusiva preocupación por el proceso judicial y empezar a exponer a los estudiantes al amplio grupo de procedimientos de resolución de conflictos».

			Esta descripción constituye el concepto básico de tribunal multipuertas, que a partir de la conferencia de POUND De 1976 cobró protagonismo absoluto en la organización de la Justicia en Estados Unidos, Canadá y los países anglosajones, y que en el siglo XXI es asumido internacionalmente como un modelo a desarrollar.

			El valor excepcional de la conferencia de SANDER estriba en la introducción del concepto de adecuación del procedimiento a la clase de conflicto, por una parte, y en la construcción ideal de un sistema de procesamiento de los conflictos, el tribunal multipuertas.

			En primer lugar, el concepto de adecuación del procedimiento al conflicto es consustancial desde el inicio de los tiempos a la resolución de conflictos, y la aportación de SANDER va más allá de la comprensión contemporánea del procesamiento de las disputas, ofreciendo una visión arriesgada al afirmar que el proceso no será siempre la vía adecuada, cuestión muy discutida desde las mentalidades jurídicas tradicionales.

			En segundo lugar, en este concepto aportado por SANDER de tribunal multipuertas, «multidoor courthouse», cada puerta sería una forma de resolución.

			Estados Unidos, a partir de los años 70, y posteriormente los países de cultura jurídica anglosajona, han abrazado esta idea, introduciendo sistemas multipuertas, avanzando un paso más en la calidad de la Justicia, intentando introducir esa idea de adecuación del método de resolución al conflicto.

			Para que un sistema multipuertas sea tal, es preciso que se diseñe un procedimiento de entrada de asuntos al tribunal y que estos sean seleccionados antes de ser repartidos por un oficial del juzgado y sean enviados a la «puerta» más adecuada desde el inicio, pudiendo ser estas puertas: mediación, jurisdicción, evaluación de experto, arbitraje, conciliación…

			Hoy en día, el sistema multipuertas está consolidado en muchos países de América y Europa, donde los sistemas más conservadores han iniciado la introducción de la mediación vinculada a los tribunales, dibujando un diseño por el momento si no multipuertas, bipuertas.

			Aunque no se organice formalmente un sistema multipuertas, la existencia de al menos un servicio de mediación estructurado y vinculado a los tribunales puede entenderse como un sistema bipuertas.

			Pero, además, fuera de la organización por parte de los organismos públicos de un sistema multipuertas, la propia selección del método de resolución de conflictos por parte de los primeros operadores que tienen contacto con las partes en conflicto, los abogados, se aproxima a la conceptualización de SANDER. Así, los abogados, al recibir a las partes, deben asesorar y decidir, o ayudar a decidir, qué método de resolución de conflictos es el adecuado para el cliente en el conflicto concreto.

			La influencia de la Unión Europea en los países miembros provocando la utilización de métodos más adecuados como la mediación favorece la acogida del concepto multipuertas, basado principalmente en eficacia y adecuación del método al conflicto. Se preveía al inicio del siglo XXI la tendencia a la integración de nuevas formas de resolución de conflictos y el inicio de la consolidación del concepto multipuertas en los países avanzados21; en la mayoría de los países de la UE se tramitan en los últimos años procesos legislativos relacionados con los ADR, y específicamente en España, se aprobó en diciembre de 2024 el proyecto legislativo más ambicioso de los últimos tiempos, que pretende apuntalar un sistema eficaz y proporcionado de resolución de conflictos.

			
2.2. LA EXIGENCIA DEL INTENTO DE ACUERDO A LOS CIUDADANOS EN EL MARCO DEL ACCESO A LA JUSTICIA


			La tendencia de incorporar mecanismos de resolución consensuada de disputas en el sistema de justicia en general, con el objetivo de reducir la judicialización, ha llevado a muchos países a establecer el uso obligatorio de estos mecanismos como un requisito procesal para acceder a los tribunales civiles, junto con otras medidas, como desincentivos económicos, destinadas a disuadir la litigiosidad.

			Equilibrar esta obligación legal (intento obligatorio de acuerdo a través de mediación u otro mecanismo) con el derecho de acceso a la justicia ha sido un tema de debate en los países de Europa continental, así como en otras partes del mundo22.

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) confirmó la posibilidad de restringir el derecho de acceso a la justicia de manera proporcional:

			«… según jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia, los derechos fundamentales no constituyen prerrogativas absolutas, sino que pueden ser objeto de restricciones, siempre y cuando estas respondan efectivamente a objetivos de interés general perseguidos por la medida en cuestión y no impliquen, habida cuenta del objetivo perseguido, una intervención desmesurada e intolerable que afecte a la propia esencia de los derechos así garantizados (Sentencia de 18 de marzo de 2010, Alassini y otros, C-317/08 a C-320/08, EU:C:2010:146, apdo. 63 y jurisprudencia citada)»23.

			De manera similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) ha destacado consistentemente a través de su jurisprudencia que los derechos fundamentales, incluido el derecho de acceso a la justicia, no son absolutos. El Tribunal ha reconocido que estos derechos pueden estar sujetos a restricciones, siempre que dichas restricciones sean proporcionales y estén justificadas por un interés público legítimo. Este principio refleja el equilibrio cuidadoso que el Tribunal busca entre los derechos individuales y las necesidades administrativas y sociales más amplias, garantizando que las restricciones no socaven la esencia misma de los derechos en cuestión. En el caso de Ashingdane contra Reino Unido (1985), el TEDH examinó el alcance permitido de las limitaciones al acceso a los tribunales, estableciendo un importante precedente sobre la proporcionalidad de tales restricciones. En su fallo, el Tribunal afirmó:

			«Ciertamente, el derecho de acceso a los tribunales no es absoluto, sino que puede estar sujeto a limitaciones… No obstante, las limitaciones aplicadas no deben restringir ni reducir el acceso de la persona de tal manera o en tal medida que se vea afectada la esencia misma del derecho»24.

			En Inglaterra y Gales, el Poder Judicial publicó un informe en el que expuso su opinión de que no solo la mediación obligatoria era legal, sino que su introducción debía fomentarse, tal como ocurre en muchos países como Italia, Irlanda, Argentina, Australia, EE.UU. o Canadá25.

			El uso adecuado del servicio de justicia surge como un argumento suficiente para restringir el acceso directo a los tribunales, y existe una tendencia creciente a incorporar en la legislación el concepto de que los ciudadanos deben usar los servicios públicos de manera responsable, incluido el sistema judicial26. Así, por ejemplo, en Brasil, el Código de Procedimiento Civil sigue este principio bajo la premisa de que debe preferirse la resolución de conflictos mediante acuerdos siempre que sea posible como un principio general de prevalencia de soluciones extrajudiciales27.

			El diseño de los sistemas de resolución de conflictos debe garantizar la eficacia de los derechos de los ciudadanos. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su citada Sentencia de 14 de junio de 2017, delineó específicamente medidas proporcionales que, en el caso en cuestión, equilibraban las restricciones al acceso a la justicia28:

			«Por tanto, la exigencia de un procedimiento de mediación como requisito de admisibilidad de las acciones judiciales puede ser compatible con el principio de tutela judicial efectiva cuando dicho procedimiento no conduce a una decisión vinculante para las partes, no implica un retraso sustancial a efectos del ejercicio de una acción judicial, interrumpe la prescripción de los correspondientes derechos y no ocasiona gastos u ocasiona gastos escasamente significativos para las partes, y siempre y cuando la vía electrónica no constituya el único medio de acceder a ese procedimiento de conciliación y sea posible adoptar medidas provisionales en aquellos supuestos excepcionales en que la urgencia de la situación lo exija (véase, en este sentido, la Sentencia de 18 de marzo de 2010, Alassini y otros, C-317/08 a C-320/08, EU:C:2010:146, apdo. 67)».

			
3. EL CUESTIONAMIENTO DE LA FORMA EN QUE RESOLVEMOS LOS CONFLICTOS EN ESPAÑA COMO PRESUPUESTO DEL CAMBIO DE PARADIGMA POR LA LEY ORGÁNICA 1/2025

			Como apuntábamos, en el año 1976 en Estados Unidos se hizo un esfuerzo comunitario por parte de los operadores jurídicos para valorar cómo reducir la litigación creciente, con los ojos puestos en el año 2000. A partir de entonces, el desarrollo de los Métodos Adecuados de Resolución de Conflictos, y de modelos de tribunal multipuertas se produjo en dicho país y en otros de su influencia.

			En España, en aquella época, nos encontrábamos desarrollando los cimientos de nuestra democracia, sin embargo, hoy, ya plenamente incorporados a la UE y con un alto nivel de democracia y desarrollo, podemos también analizar la eficacia del sistema de Justicia y promover un cambio de nuestro sistema de incentivo y desincentivo para procurar que los ciudadanos resuelvan sus conflictos mayoritariamente recurriendo a métodos basados en los intereses de las partes, y que sean lo más adecuados posibles a su conflicto y circunstancias.

			En España el acceso a los tribunales ha sido una parte del derecho a la tutela judicial efectiva muy cuidado y garantizado por los Tribunales ordinarios y Constitucional, así como por las normativas y operadores.

			El segundo componente de este derecho es el derecho a una resolución de fondo si se dan los elementos jurídicos, lo cual también es también respetado y cuidado en el sistema de justicia.

			Sin embargo, el tercer componente del derecho a la tutela judicial efectiva, la eficacia de la resolución, no ha recibido el mismo cuidado por el sistema y en la actualidad solo se cumple parcialmente; es queja habitual de los ciudadanos la tardanza en la obtención de sentencia, y la dificultad de su ejecución en sus términos.

			En los últimos decenios, el número de transacciones comerciales y contratos realizados por estos va en aumento y, por tanto, el número de conflictos ha de ir en aumento en proporción a ello; podemos recordar el número de contratos de móvil en el país, superior al de habitantes, el número de contratos bancarios, los viajes en avión y vacaciones que se contratan en el país cada año…

			Sin embargo, el sistema de Justicia procesal no está diseñado ni preparado para absorber esta demanda creciente de Justicia. El incremento de la litigación en determinados ámbitos está produciendo un colapso y consecuente tardanza de algunos órganos jurisdiccionales, entre los que destacan los órganos especializados en cuestiones hipotecarias, que acumulan retraso de años incluso en la admisión de la demanda29.

			
3.1. LOS FACTORES DE INCENTIVO DEL SISTEMA DE LITIGACIÓN


			Los factores de abuso del sistema judicial como mecanismo de resolución de conflictos en España más relevantes pueden ser factores de incentivo a la litigación y estrategias de litigación vacía o abusiva.

			A) Los factores de incentivo a la litigación

			Entre los factores de incentivo a la litigación que se observan en España, se encuentran, entre otros, los siguientes:

			•Un sistema de justicia sólido, profesional y de alto nivel de calidad, en el que los casos de corrupción son anecdóticos, y en el que la sociedad confía en la práctica presentando numerosas demandas.

			•Un sistema procesal decimonónico en cuanto a organización judicial y estructura procesal, con procedimientos pretendidamente muy garantistas y pormenorizados.

			•Un sistema de gestión procesal anticuado y formalista.

			•Desconocimiento por parte de los operadores jurídicos de los sistemas autocompositivos de resolución de conflictos.

			•Desconocimiento por gran parte de la abogacía de técnicas de negociación ni de utilización de métodos autocompositivos de forma adecuada en línea con sus estrategias.

			•Percepción por parte de la abogacía de que el ciudadano prefiere un abogado agresivo, que confunde firmeza con la defensa con agresividad con la otra parte.

			•Desconocimiento por parte de los ciudadanos de los métodos de autocomposición.

			•Procedimientos de cobro privilegiado para honorarios a partir de la litigación.

			•Uso reducido de notas de encargo que recojan el acuerdo a un nivel de honorarios análogo o proporcionado respecto de los honorarios en litigación.

			•Inexistencia de sistemas de información a los ciudadanos de los Métodos Adecuados de Resolución de Conflictos, inexistencia en muchas ocasiones de servicios de ADR ni de financiación de las Comunidades Autónomas de la defensa de los intereses del cliente en el ADR.

			•Prácticamente inexistencia de tasas judiciales.

			Es decir, los operadores hacen lo que saben hacer, litigar, porque llegar a acuerdos es diferente a lo que se sabe hacer, y no existen grandes incentivos para hacerlo.

			En general, el uso que hacemos del sistema de Justicia está imbuido en nuestra mente y práctica, tiene su propia corriente, como un río, y es muy complejo cambiar su curso, su tendencia. Modificar las estrategias litigadoras y convertirlas en estrategias de negociación es posible, y para ello habrán de modificarse las reglas de juego y producir incentivos en muchos aspectos para la negociación, entendiéndola como uso de ADR basados en la autocomposición.

			B) La litigación vacía o estratégica

			En el pasado, el grupo de litigantes estratégicos se limitaba prácticamente a las compañías aseguradoras, y el sistema jurídico reaccionó con medidas incentivadoras del acuerdo con el fin de proteger a los ciudadanos: intereses de demora, baremo, procedimientos específicos… A través de estos esfuerzos se produjo una agilización de la resolución de conflictos para las reclamaciones de las víctimas de accidentes de vehículo de motor, permitiendo que el ciudadano cobrara las cantidades reclamadas en muchas ocasiones sin litigar.

			En la actualidad, existe una importante bolsa de litigación estratégica que se corresponde a un conflicto «vacío», en los ámbitos bancario, de viaje, aerolíneas, telefonía y en general consumo, y en los que los derechos del consumidor, protegidos a través de normativa, normalmente con origen en la Unión Europea, son claros, sin embargo, el operador en concreto elige no atender la reclamación realizada o participar en una negociación, por varias circunstancias.

			En primer lugar, parten de la idea de que gran parte de sus clientes no reclamarán más allá de plantearles su reclamación internamente, por la complicación del propio sistema de reclamación y por la baja cuantía de las cantidades en conflicto. Consideran que llegar a acuerdos con los clientes en fase previa puede incentivar que otros clientes reclamen por la misma vía.

			Algunos de estos litigantes estratégicos, eligen mayoritariamente ser demandados mejor que negociar, como es el caso de la banca o las aerolíneas, puesto que calculan que el número de clientes a los que tengan que entregar la cantidad que corresponda será menor que los clientes que reclamarían si entregaran las cantidades en una fase previa de reclamación directa a la entidad. Estas cantidades, combinadas con el gran número de personas afectadas, puede suponer un importante monto, pero que, siguiendo las fases del proceso civil, puede ejecutarse en unos años, lo que podrá incidir en su caso y entre otras cuestiones en las cuentas anuales de la entidad dentro de un tiempo, pero no en la actualidad. Vemos que la actividad estratégica de la entidad obedece a los intereses de los operadores de dicha entidad en el momento actual, aunque también puede favorecer los intereses de la propia entidad, porque exista un número menor de reclamantes para el futuro que en la actualidad y las cantidades totales fueran, por tanto, más pequeñas.

			En algunas ocasiones, los litigantes estratégicos, que eligen ser demandados pese a que el conflicto es claramente vacío de contenido, es decir, es evidente la solución pues resulta de aplicar la normativa o la jurisprudencia, sin elementos de debate, siguen con estrategias dilatorias como puede ser la rebeldía, con el fin de dilatar las resoluciones judiciales, así como para no incurrir en gastos de defensa y representación.

			Es muy relevante para la estrategia litigadora la forma en la que estas entidades son representadas y defendidas en el proceso en este tipo de conflictos: usualmente estas entidades tienen sus propios servicios jurídicos, sin embargo, suelen tener acuerdos con despachos de abogados a través de igualas o contratos específicos, que funcionan con límites y reglas; por ejemplo, es posible que no se incluya la litigación por cuantías inferiores a determinada cantidad, en la que sea menos oneroso ser condenado que ser representado y defendido por un profesional. En este marco, también es muy relevante el sistema de incentivo o desincentivo para llegar a un acuerdo que el propio acuerdo entre entidad y servicio jurídico regule: es posible que según las reglas de representación los honorarios devengados sean afectados por el resultado de condena o no condena, o que el acuerdo reduzca los honorarios de la defensa y que, por tanto, también exista incentivo a continuar la litigación una vez iniciada, y no llegar a acuerdos.

			También se observa en este punto, una estrategia de litigación en cuanto a permanecer en el proceso, pese a ofrecerse lo demandado por el demandante, cuando el litigante inicial está motivado para seguir en el proceso y obtener condena en costas. Esta estrategia de permanencia en el litigio se produce habitualmente en el ámbito bancario, puesto que se trata de cuantías medianamente importantes que justifican la inversión del ciudadano en abogado y procurador, pero que en la práctica se llevan de forma gratuita por estos profesionales a cambio de ganar las costas y en ocasiones un porcentaje de la cantidad recogida en sentencia. En estos casos, el litigante bancario cambia su estrategia, prefiere el acuerdo puesto que la litigación tiene consecuencias en sus cuentas, sin embargo, de frente encuentra a una defensa que ha llegado al proceso para que el cliente recupere la cantidad reclamada, pero también para cobrar las costas, por lo que normalmente no se produce acuerdo.

			Por otra parte, fuera de la litigación estratégica vinculada al consumo, los operadores también se comportan con estrategias litigadoras, probablemente por desconocimiento por parte los clientes y también por falta de conocimiento profundo y manejo por parte de los abogados de los procedimientos autocompositivos.

			La consecución de un sistema equilibrado de Justicia es un objetivo económico y social en los países avanzados, y es responsabilidad de los Ministerios de Justicia y las Cámaras Legislativas la definición de sistemas adecuados a la sociedad a la que sirven. El proyecto de eficiencia procesal fue un paso en este sentido, teniéndose en cuenta que las medidas desincentivadoras a la litigación e incentivadoras del acuerdo, producto de cualquier método, habían de ser la clave.

			
3.2. LAS BASES DE INCENTIVO AL ACUERDO EN LA TRAMITACIÓN DE LA LEY DE EFICIENCIA PROCESAL-MASC

			Los operadores jurídicos están, ya bien entrado el siglo XXI, en su mayor parte preparados para reequilibrar la forma en la que resolvemos los conflictos.

			La sociedad española también está madura para asumir la perspectiva de protección de los sistemas públicos a partir del uso mesurado de los mismos, limitando la libertad personal en pro del bien común, de una forma proporcionada.

			El equipo del ministro GONZÁLEZ CAMPO tenía un importante compromiso con el concepto de Servicio Público de Justicia, que modificara la perspectiva esencial del sistema de Justicia como un poder, para incluir la definitoria, dentro de su independencia, servir al ciudadano, en el marco de los valores constitucionales y europeos, reforzados por su hacer30.

			El texto aprobado incluyó además una nueva perspectiva de este concepto: la del ciudadano frente al Servicio Público de Justicia. Habiendo imperado hasta la actualidad el concepto de sistema de justicia procesal como garante del Estado de Derecho en su plano de derecho cuasi absoluto de tutela judicial efectiva, y centrado en la fase de acceso a los tribunales, un nuevo concepto basado en la limitación del derecho de acceso a la justicia se trabajó, basado en la obligación del ciudadano de participar en la preservación de un sistema de justicia sostenible.

			La sostenibilidad de un sistema de justicia se basa en la capacidad de los operadores del sistema de actuar frente a la demanda judicial y ofrecer su respuesta, de calidad, en un tiempo adecuado, y que sea eficaz. Como sabemos, la mayoría de los sistemas occidentales pecan de tardanza (la CEPEJ mesura el tiempo de disposición en los tribunales europeos como parámetro de calidad), y de ineficiencia de las resoluciones, ligada en muchos casos a la tardanza, pues en general mayor dificultad para la ejecución en términos de la sentencia cuanto más tiempo transcurre entre el hecho de conflicto y la resolución.

			La idea de no colapso del sistema de justicia, paralela a la de no colapso del sistema de urgencias médicas en los peores tiempos de la pandemia —﻿la primera mitad de 2020﻿—, fue argumentada en la preparación del texto para la mejor comprensión del concepto de sistema de justicia equilibrado, sistema de justicia sostenible y Servicio Público de Justicia a cuidar por los ciudadanos.

			¿Cómo construir los requerimientos relacionados con la preservación del sistema de Justicia y a la vez garantizar los derechos de la ciudadanía a la tutela judicial efectiva? A partir de la exigencia al ciudadano de un esfuerzo por llegar a un acuerdo, y sancionar su no cumplimiento, todo ello de forma proporcionada.

			La exigencia de actividad preprocesal no es ajena en nuestro sistema procesal civil en el pasado, ni laboral en la actualidad, y en el primer texto elaborado se consideró que era adecuado establecer la obligatoriedad del intento de mediación como requisito procesal. Nuestra participación en este momento se centró en defender la ineficacia de este tipo de medidas a nivel macro en el momento actual, pues, por una parte, exigiría una inversión inmediata por parte del Estado y las CC.AA. en servicios de mediación en todo el territorio nacional, lo que exigiría al menos un año, y en la práctica, sin cambios estructurales, la mayoría de las citaciones se producirían sin acuerdo, se procedimentalizaría el sistema, al estilo de la conciliación laboral, y en resumen se realizaría una inversión muy importante para no producir más que cambios marginales en el comportamiento de los litigantes31.

			Se propuso un cambio estructural en el sistema de incentivos al acuerdo, la limitación, desincentivo y castigo a la litigación no respetuosa con la sostenibilidad del sistema —﻿el sistema público de justicia﻿— y una ampliación de los mecanismos de autocomposición que permitieran satisfacer el requerimiento procesal de intento de acuerdo.

			Por otra parte, otros participantes en la elaboración del texto, incluyeron la regulación de métodos ADR como la conciliación privada, la oferta vinculante —﻿parte de procesos autocompositivos﻿— o la evaluación de experto, que finalmente se han mantenido en la ley aprobada en diciembre, si bien decayeron algunas propuestas que se consideraron menos relevantes.

			Las medidas más importantes para limitar el abuso del Servicio Público de Justicia por la litigación estratégica incorporadas en el espíritu y regulación de eficiencia procesal son las siguientes32:

			3.2.1. Establecimiento de requisito de procedibilidad del intento de acuerdo, incluyendo la negociación entre abogados como ADR


			Esta cuestión fue muy controvertida en la preparación de los primeros textos, pues como he señalado, el planteamiento inicial era más clásico, introduciendo la obligatoriedad de la mediación para determinados asuntos, como el proyecto de impulso del ministro CATALÁ, o el sistema italiano o argentino. La reflexión más importante fue la relativa a la operatividad: todos los abogados pueden negociar, forma parte de sus funciones y obligaciones, y tanto ellos como sus Colegios podrán arbitrar sistemas de comunicación a efectos de los intentos de acuerdo. Con esta medida, se pretende la modificación de los comportamientos a nivel macro, por la oportunidad de ponerse en contacto los prelitigantes, por una parte, y el juego del resto de incentivos de la normativa. Ha de tenerse en cuenta que mecanismos de tan poca calidad en la práctica como la conciliación laboral tienen cierto éxito, favorecido, probablemente, por la oportunidad de comunicación entre las partes que brinda el acto33.

			3.2.2. Concepto de ADR como «adequate dispute resolution»

			ADR, concepto de Métodos Adecuados de Resolución de Conflictos, por contraposición al de «alternative dispute resolution», que los enfrentaría al sistema de resolución de los tribunales. Podría argumentarse que el sistema procesal también puede ser adecuado, y a nivel numérico y de protección de derechos incluso más en algunos casos, sin embargo, con esta elección, el texto quiere afirmar la pertenencia de los métodos al sistema de justicia, coordinándose con el sistema procesal de los tribunales.

			3.2.3. Vinculación de macro litigantes a mecanismos administrativos vinculantes


			Establecimiento de mecanismos administrativos de ADR con solución vinculante para las entidades que producen macro litigación, como son las que realizan contratos con consumidores, como entidades bancarias, transporte, viajes, etc., que permitieran un mayor control de comportamientos abusivos hacia los ciudadanos.

			3.2.4. Cambio de juego en la condena en costas


			Eliminación de la regla de condena en costas para el perdedor si el ganador no ha intentado llegar a un acuerdo, trastocando el sistema de incentivo a la litigación de los casos «vacíos», y dejando en manos del juzgador la valoración de la intencionalidad de los litigantes. La inclusión del concepto de abuso del Servicio Público de Justicia justifica el cambio, y pretende la responsabilización del ciudadano, adecuadamente informado por el abogado, en la toma de decisiones relativa a la consecución del acuerdo. Se pretende abandonar en lo posible la responsabilización del abogado como obstáculo al acuerdo, pretendiéndose la participación del ciudadano, que habrá de decidir, informadamente, sobre el no acuerdo en su caso, asumiendo el riesgo económico sobre las costas.

			3.2.5. Mecanismos sancionatorios económicos para el abuso por litigación estratégica


			Como complemento del cambio del sistema de incentivos en las costas, inclusión de sanciones por abuso del sistema público de justicia.

			Estos mecanismos se introdujeron en la creación del anteproyecto de eficiencia procesal-MASC en el año 2020, aprobándose como proyecto en la XIV Legislatura34, y se mantuvieron en los distintos textos manejados en el Parlamento, hasta su definitiva aprobación en la XV Legislatura, y a los que nos referimos seguidamente.

			
4. LOS MASC Y EL PROCESO CIVIL

			La Ley Orgánica 1/2025, tras las muchas vicisitudes y varias tramitaciones, acogió parcialmente el proyecto de eficiencia procesal en su parte MASC, pues su otra parte había sido ya aprobada a través de Decreto y posterior ratificación, además de otros proyectos legislativos como el de eficiencia organizativa y otras cuestiones pendientes.

			La Ley Orgánica recoge los elementos básicos del proyecto de 2020 para incentivar los acuerdos, principalmente el establecimiento del requisito de procedibilidad, el cambio en la regla de costas y las sanciones.

			
4.1. EL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD


			4.1.1. Materias de exigencia del intento de acuerdo: tutela declarativa


			En el artículo 5 de la LO 1/2025, se regula la necesidad de intentar un acuerdo para que una demanda declarativa sea admitida en la jurisdicción civil, adjuntándose a esta el documento que demuestre el intento.

			Se excluyen de la exigencia del intento de acuerdo materias que dada su naturaleza no fuera adecuado exigir el intento, bien por la incapacidad para llegar a acuerdos de la parte o la alta posibilidad de abuso (discapacidad, filiación, paternidad, maternidad), bien por la urgencia en la solicitud (tutela de derechos fundamentales, expedientes del art. 158 CC, tutela sumaria, medidas cautelares, diligencias preliminares, protección de menores).

			Se excluye igualmente el ámbito de la jurisdicción voluntaria, salvo los expedientes de intervención judicial en los casos de desacuerdo conyugal y en la administración de bienes gananciales (del art. 90 de la Ley 15/2015, de la Jurisdicción Voluntaria), así como de los de intervención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad (de los arts. 86 y 87 de la Ley 15/2015, de la Jurisdicción Voluntaria, con la excepción de los expedientes relativos al art. 158 CC, excluidos por la LO 1/2025).

			La tutela ejecutiva también está excluida de la necesidad de intento de acuerdo. El artículo 5 de la LO 1/2025 es el núcleo de la reforma, y reza así:

			Artículo 5. Requisito de procedibilidad.

			1. En el orden jurisdiccional civil, con carácter general, para que sea admisible la demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir previamente a algún medio adecuado de solución de controversias de los previstos en el artículo 2. Para entender cumplido este requisito habrá de existir una identidad entre el objeto de la negociación y el objeto del litigio, aun cuando las pretensiones que pudieran ejercitarse, en su caso, en vía judicial sobre dicho objeto pudieran variar.

			Se considerará cumplido este requisito si se acude previamente a la mediación, a la conciliación o a la opinión neutral de una persona experta independiente, si se formula una oferta vinculante confidencial o si se emplea cualquier otro tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas, pero que cumpla lo previsto en las Secciones 1.ª y 2.ª, de este capítulo o en una ley sectorial. Singularmente, se considerará cumplido el requisito cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las partes, o entre sus abogados o abogadas bajo sus directrices y con su conformidad, así como en los supuestos en que las partes hayan recurrido a un proceso de Derecho colaborativo.

			2. Se exigirá actividad negociadora previa a la vía jurisdiccional como requisito de procedibilidad en todos los procesos declarativos del Libro II y en los procesos especiales del Libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, con excepción de los que tengan por objeto las siguientes materias:

			a) la tutela judicial civil de derechos fundamentales;

			b) la adopción de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil;

			c) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad;

			d) la filiación, paternidad y maternidad;

			e) la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute;

			f) la pretensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que amenace causar daños a quien demande;

			g) el ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección específicos, la entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de medidas de protección de menores o la restitución o retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional;

			h) el juicio cambiario.

			3. No será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para la interposición de una demanda ejecutiva, la solicitud de medidas cautelares previas a la demanda, la solicitud de diligencias preliminares ni para la iniciación de expedientes de jurisdicción voluntaria, con excepción de los expedientes de intervención judicial en los casos de desacuerdo conyugal y en la administración de bienes gananciales, así como de los de intervención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad. Tampoco será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para presentar la petición de requerimiento europeo de pago conforme al Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo, o solicitar el inicio de un proceso europeo de escasa cuantía, conforme al Reglamento (CE) n.º 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa cuantía.

			4. La iniciativa de acudir a los medios adecuados de solución de controversias puede proceder de una de las partes, de ambas de común acuerdo o bien de una decisión judicial o del letrado o la letrada de la Administración de Justicia de derivación de las partes a este tipo de medios.

			Para el caso de que todas las partes plantearan acudir a un medio adecuado de solución de controversias y no existiera acuerdo sobre cuál de ellos utilizar, se empleará aquel que se haya propuesto antes temporalmente.

			4.1.2. Procedimientos de intento de acuerdo: clases de MASC admitidos


			La LO 1/2025 establece un sistema en el que se favorece el acuerdo, y como primer elemento se dispone en su artículo 5 que las demandas civiles declarativas han de ser acompañadas de la documentación que demuestre que las partes han intentado un acuerdo.

			Se establecen como procedimientos adecuados para demostrar el intento una lista no cerrada de procedimientos, ya que al incluirse la negociación entre partes o sus abogados («cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las partes, o entre sus abogados»), se apunta a un requerimiento muy poco formalista. Además, se establece la admisibilidad de «cualquier otro tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas, pero que cumpla lo previsto en las Secciones 1.ª y 2.ª, de este capítulo o en una ley sectorial».

			Dado el poco arraigo de las fórmulas autocompositivas y ADR en general en el sistema español, el legislador optó por realizar una regulación extensa y descriptiva de los métodos, en principio abiertos, pero cuya no inclusión en la lista de los descritos puede no favorecer su desarrollo.

			Los métodos MASC descritos en la normativa y que pueden ser utilizados claramente para cumplir con el requisito de procedibilidad son:

			•Negociación entre las partes (con o sin abogados).

			•Oferta vinculante.

			•Derecho Colaborativo.

			•Mediación.

			•Conciliación.

			•Opinión neutral de experto.

			•Métodos regulados en otras leyes, nacionales, autonómicas o sectoriales (p. ej., ámbito de consumo, bancario…) coherentes con la regulación sobre MASC.

			4.1.3. El documento que ha de acompañar la demanda. El desconocimiento del domicilio. Las referencias al intento de acuerdo en la demanda


			a) El documento que acompaña la demanda

			Consecuentemente con la exigencia del artículo 5 de la LO 1/2025 de acompañar a la demanda del intento de acuerdo, se ha modificado el artículo 264.4.º LEC, estableciéndose que con la demanda o contestación habrá de presentarse:

			Artículo 264. Documentos procesales.

			4.º El documento que acredite haberse intentado la actividad negociadora previa a la vía judicial cuando la ley exija dicho intento como requisito de procedibilidad, o declaración responsable de la parte de la imposibilidad de llevar a cabo la actividad negociadora previa a la vía judicial por desconocer el domicilio de la parte demandada o el medio por el que puede ser requerido.

			El documento que se acompañe a la demanda tiene que preservar la confidencialidad de las negociaciones, por lo que no ha de adjuntarse material que se refiera al contenido o vicisitudes de lo negociado fuera del tipo de conflicto y el tipo de intento realizado, identidad, fechas…

			El artículo 10 de la LO 1/2025 se refiere a los elementos que ha de contener el documento que demuestre el intento de acuerdo, siendo común a todo tipo de MASC la exigencia respecto a los siguientes extremos:

			•identificación de las partes;

			•objeto de controversia: descripción que preserve el contenido de las negociaciones; y,

			•fecha del intento: envío y recepción de la comunicación al menos.

			La ley introduce lógicamente los datos relevantes del tercero cuando se haya utilizado [art. 10.3.a)]: «La identidad del tercero, su cualificación, colegio profesional, institución a la que pertenece o registro en el que esté inscrito».

			Además, si el procedimiento MASC se hubiera iniciado con participación de las partes, la ley establece que el documento debería recoger la fecha de las reuniones mantenidas y «la declaración responsable de que las dos partes han intervenido de buena fe en el proceso» (art. 10.2, para el caso de la negociación entre partes) o «La declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el proceso, para que surta efectos ante la autoridad judicial correspondiente» [art. 10.3.e), para el caso de que haya intervenido un tercero].

			Estas últimas previsiones son de tipo casi «educativo», fruto de la confusión por parte del legislador sobre lo que ha de regularse o no, y que se deberán recoger en la documentación con el fin de cumplir lo mejor posible con lo preceptuado, pero cuya ausencia no puede suponer ineficacia del documento.

			b) El desconocimiento del domicilio o de datos para la comunicación

			El citado artículo 264 LEC introduce un elemento muy relevante ante la necesidad de realizar el intento de acuerdo, y es la solución al desconocimiento de la forma de comunicar con el demandado a efectos de la actividad negociadora; la LEC permite la presentación de la demanda, aclarándose esta circunstancia, que puede ser habitual. Ha de remarcarse que la norma se refiere al domicilio o al medio de comunicar con el posible demandado; la ley ha optado por un sistema poco formalista para intentar el acuerdo, por lo que un simple email o mensaje de mensajería podría ser suficiente para la comunicación, pasando por otros más formales como el burofax, la comunicación certificada, etc.

			El desconocimiento por parte del requirente de datos como el email, teléfono, dirección de domicilio, dirección profesional puede producirse y, por tanto, no puede coartarse el acceso a la justicia a este impedimento.

			Otra cuestión será que una vez admitida la demanda el tribunal tenga mayores razones para invitar a las partes a un MASC, o incluso, que, tras la sentencia condenatoria, se moderen o eliminen las costas a favor del ganador por abuso del Servicio Público de Justicia, basado en una falta de diligencia o interés en cumplir con el requisito de procedibilidad.

			c) La referencia al intento de acuerdo en la demanda

			En lo que toca al contenido de la demanda, también ha de hacerse referencia al intento de acuerdo o su falta: en el artículo 399.3 LEC, tras la modificación en enero de 2025, se establece que en la demanda se ha de describir el proceso de negociación previo o la imposibilidad del mismo, manifestando los documentos que lo demuestren:

			Artículo 399. La demanda y su contenido.

			3. […] Así mismo, se hará constar en la demanda la descripción del proceso de negociación previo llevado a cabo o la imposibilidad del mismo, conforme a lo establecido en el ordinal 4.º del artículo 264, y se manifestarán, en su caso, los documentos que justifiquen que se ha acudido a un medio adecuado de solución de controversias, salvo en los supuestos exceptuados en la Ley de este requisito de procedibilidad.

			Para preservar la confidencialidad que rige en los intentos de acuerdo, solo se habrá de señalar en la demanda que la parte X requirió a la parte Y para entablar una negociación (este término será genérico para todo MASC, pero se puede hacer referencia al método en concreto; por ejemplo, para entablar una mediación) sobre el conflicto Z y que pasado el plazo establecido de X días sin contestación se presenta esta demanda, o bien que iniciadas reuniones en el día M, N, R, se finalizaron el día R por imposibilidad de llegar a un acuerdo.

			La referencia al intento de acuerdo cobra relevancia a efectos de las posibles costas, pero también como elemento que pueda coadyuvar al convencimiento del tribunal de que no es adecuado realizar una derivación a MASC durante el proceso.

			4.1.4. Inadmisión de la demanda por incumplimiento del requisito de intento de acuerdo


			En el artículo 403 LEC se establece que:

			Artículo 403. Admisión y casos excepcionales de inadmisión de la demanda.

			2. No se admitirán las demandas cuando no se acompañen a ella los documentos que la ley expresamente exija para la admisión de aquellas, cuando no se hagan constar las circunstancias a las que se refiere el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 399 en los casos en que se haya acudido a un medio adecuado de solución de controversias por exigirlo la ley como requisito de procedibilidad o cuando no se hayan efectuado los requerimientos, reclamaciones o consignaciones que se exijan en casos especiales.

			Regula la LEC, por tanto, dos posibilidades relacionadas con el intento de acuerdo que producen la inadmisión de la demanda:

			•En primer lugar, cuando no se acompañe el documento que demuestre el intento de acuerdo, conforme al artículo 264.4.º LEC.

			•En segundo lugar, cuando se incumpla lo establecido en el artículo 399.3 LEC, cuando en la propia demanda no se describa el intento de acuerdo o la imposibilidad del mismo, y se señalen los documentos justificativos.

			La propia LEC regula como excepción a la exigencia general la situación de desconocimiento del domicilio o contacto del demandado, que a la vez será de difícil justificación una vez presentada la demanda si ya se identifica en esta un domicilio.

			La inadmisión de la demanda tendrá como consecuencia el incremento de la carga de trabajo para el demandante y el propio tribunal, habiéndose de iniciar un intento de acuerdo a través del método escogido por la parte y su defensa, y la nueva presentación ante el tribunal de toda la documentación.

			4.1.5. El coste del MASC

			El coste del MASC puede incluir costes del tercero neutral, coste de abogados y gastos de elevación a escritura pública.

			a) El coste del tercero

			En lo relativo al tercero, en el artículo 11.2 de la LO 1/2025 se recoge la regla del acuerdo entre las partes para el pago del tercero, y el pago únicamente por la parte que pretende desarrollar la mediación frente a la parte que no acepta su intervención, que no participará en los costes:

			2. […] Si las partes deciden optar por otros mecanismos en el caso de que intervenga una tercera persona neutral, sus honorarios profesionales serán objeto de acuerdo previo con las partes intervinientes. Si la parte invitada a participar en el proceso negociador no acepta la intervención de la tercera persona neutral propuesta unilateralmente por la otra parte, deberá esta abonar íntegramente, de haberlos, los honorarios devengados hasta ese momento por la tercera persona neutral.

			Si la parte tiene concedido el derecho a la justicia gratuita tampoco deberá abonar el coste de la participación del tercero, pero, además, en el citado artículo 11.2 se afirma que: «Se asegurará la existencia de mecanismos públicos para la solución de conflictos de acceso gratuito para las partes», en principio que parece apuntar a la gratuidad de servicios para todas las partes, y no solo en los casos de tener el beneficio.

			La financiación de mecanismos previos por parte del Estado es deseable, y para su sostenibilidad sería positivo intentar medidas análogas a las realizadas en otros países, como establecer tarifas a las partes dependiendo de sus niveles de ingresos, incluso si son bajos, con limitaciones claro está a las franjas vulnerables. Así, en programas de Estados Unidos, la sesión de mediación de asuntos derivados por los tribunales puede variar entre 30 o 120 dólares en virtud de los ingresos de las partes, teniéndose en cuenta, además, la diversidad de la capacidad económica de las dos partes.

			b) Honorarios de abogados

			En el artículo 11 de la LO 1/2025 se establece que las partes abonarán los honorarios de los abogados, cada parte al suyo, salvo que se ostente el beneficio de justicia gratuita, y dispone que se asegurarán mecanismos públicos gratuitos:

			1. Cuando las partes acudan al proceso negociador asistidas por sus abogados o abogadas habrán de abonar los respectivos honorarios, salvo que se tenga derecho al beneficio de justicia gratuita.

			2. Se asegurará la existencia de mecanismos públicos para la solución de conflictos de acceso gratuito para las partes […].

			La propia LO 1/2025 recoge una modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, en cuanto a esta cuestión, incluyendo en el marco de la justicia gratuita la asesoría la participación en cualquiera de los MASC a efectos de cumplimiento con el requisito de procedibilidad:

			Artículo 6. Contenido material del derecho.

			11. La asistencia gratuita de profesional de la abogacía en cualquiera de los medios adecuados de solución de controversias permitidos por la ley que tenga por objeto dar cumplimiento al requisito de procedibilidad dispuesto en el artículo 5 de la Ley Orgánica de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, cuando en el eventual proceso judicial la intervención de este profesional sea legalmente preceptiva o cuando, no siéndolo, la parte contraria actúe con él.

			c) Gastos de elevación a público

			Los gastos de elevación a escritura pública serán abonados según lo acordado, y en defecto de acuerdo, serán pagados por la parte que solicite la elevación sin perjuicio de la repercusión como costas que pudiera producirse (art. 12 de la LO 1/2025).

			
4.2. LA DERIVACIÓN A MASC

			Una vez iniciado el proceso, las partes acudirán a los MASC bien a partir de derivación, bien por iniciativa propia. La regulación preexistente a la LO 1/2025 se refería a la derivación a mediación, sin embargo, los elementos para la derivación y los efectos procesales de la derivación a mediación y de su finalización son análogas a partir de la LO 1/2025 en todos los MASC.

			4.2.1. Competencia para la derivación


			Ya desde 2012 se incluyó en la LEC y la Ley de mediación la competencia del Juez para realizar la derivación a mediación, añadiéndose la competencia del Letrado de la Administración de Justicia desde la regulación de la LO 1/2025, ampliándose a todo MASC.

			En el artículo 16 de la Ley de mediación se establece que el procedimiento de mediación puede iniciarse: «d) Por derivación judicial o del Letrado o Letrada de la Administración de Justicia, previa conformidad de las partes en los términos previstos en las leyes procesales».

			En la LO 1/2025, cuando se regula el nuevo requisito de procedibilidad, en el artículo 5.4 se dispone que:

			Artículo 5. Requisito de procedibilidad.

			4. La iniciativa de acudir a los medios adecuados de solución de controversias puede proceder de una de las partes, de ambas de común acuerdo o bien de una decisión judicial o del letrado o la letrada de la Administración de Justicia de derivación de las partes a este tipo de medios […].

			La Ley de Enjuiciamiento Civil, en su artículo 19.5 recoge la competencia del juez y del LAJ para derivar al MASC correspondiente.

			4.2.2. Suspensión de las actuaciones


			En varios preceptos de la LEC se recoge la posibilidad de suspender las actuaciones para intentar un MASC o arbitraje, conforme al artículo 19 LEC, como consecuencia su derecho de disposición sobre el objeto procesal, que se podrá conceder por el LAJ por un plazo no superior a 60 días.

			El juez, magistrado o LAJ podrán derivar a MASC si las partes están de acuerdo, con la consecuente solicitud de las partes de suspensión:

			Artículo 19. Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y suspensión.

			1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación, a cualquier otro medio adecuado de solución de controversias o a arbitraje, y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero.

			Estos actos de disposición de los litigantes no podrán realizarse una vez señalado día para la deliberación, votación y fallo del recurso de casación.

			2. Si las partes pretendieran una transacción judicial y el acuerdo o convenio que alcanzaren fuere conforme a lo previsto en el apartado anterior, será homologado por el tribunal que esté conociendo del litigio al que se pretenda poner fin.

			3. Los actos a los que se refieren los apartados anteriores podrán realizarse, según su naturaleza, en cualquier momento de la primera instancia o de los recursos o de la ejecución de sentencia, sin perjuicio de la regla especial para el recurso de casación contenida en el segundo párrafo del apartado 1.

			4. Asimismo, las partes podrán solicitar la suspensión del proceso, que será acordada por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto siempre que no perjudique al interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días.

			5. En cualquier momento del procedimiento, el letrado o letrada de la Administración de Justicia o el juez, jueza o tribunal podrá plantear a las partes la posibilidad de derivar el litigio a mediación o a otro medio adecuado de solución de controversias, siempre que considere, mediante resolución motivada que podrá ser oral, que concurren circunstancias que posibilitan una solución del conflicto en dicho ámbito y, singularmente, en los casos en que no haya sido posible llevar a cabo la actividad negociadora previa. La derivación requerirá la conformidad de las partes, que podrán pedir conjuntamente la suspensión del procedimiento.

			En los procedimientos en que intervengan personas mayores, definidas en el artículo 7 bis, se valorará específicamente esta circunstancia para promover la solución de los mismos a través de medios adecuados de solución de controversias, con especial consideración a la salvaguarda del principio de igualdad entre las partes.

			Como consecuencia de la voluntariedad que rige en los MASC, si hubiera solicitado la suspensión del proceso y una de ellas o las dos prefirieran continuar con el proceso, pueden solicitar la continuación de este. En el artículo 415 LEC, se apunta que:

			«Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a un medio adecuado de solución de controversias, terminada dicha actividad, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale fecha para la continuación de la audiencia».

			De durar la mediación más allá de los dos meses de suspensión, teóricamente el Tribunal podría requerir a las partes o dictar resolución regulando las medidas sobre las que las partes discrepaban, sin embargo, lo habitual será que el Tribunal no realice ninguna actuación, y dado que los efectos de la falta de actuación no se dan hasta los dos años (art. 237 LEC, «Caducidad de la instancia»), en principio no habrá mayor problema, y las partes podrán solicitar la ampliación de la suspensión35.

			4.2.3. Momentos de derivación


			En el artículo 19 LEC, tras la modificación por la LO 1/2025, se dispone que en cualquier momento del procedimiento el LAJ o el juez o magistrado podrán plantear a las partes la derivación a MASC.

			La ley regula la posibilidad de solicitar la suspensión de las actuaciones, que se decretará si en el momento es admisible según la norma.

			4.2.4. Criterios de derivación


			En el artículo 19 LEC se establece, que la derivación es una propuesta a las partes, que han prestar su consentimiento para que se produzca.

			El criterio para derivar es genérico en la LEC: «5. […] siempre que considere, mediante resolución motivada que podrá ser oral, que concurren circunstancias que posibilitan una solución del conflicto en dicho ámbito y, singularmente, en los casos en que no haya sido posible llevar a cabo la actividad negociadora previa».

			Se configura, por tanto, en la LEC a partir de la LO 1/2025 un sistema de libertad en la valoración de la adecuación por parte del juez o LAJ, con un único criterio que refuerza la derivación: cuando las partes no hayan llevado a cabo actividad negociadora previa, que se entiende que es la del requisito de procedibilidad.

			El Consejo General del Poder Judicial ha desarrollado Guías para apoyar a los órganos judiciales en la derivación a mediación, que habrán de ser actualizadas tras las importantes reformas de la LO 1/202536.

			
4.3. EJECUTIVIDAD DEL ACUERDO EN MASC

			El acuerdo de MASC aprobado judicialmente o elevado a escritura pública tiene carácter ejecutivo, tal como se establece en la LO 1/2025, que introduce este importantísimo efecto reforzador de los procedimientos autocompositivos:

			Artículo 12. Formalización del acuerdo.

			1. En el documento que recoja el acuerdo se deberá hacer constar la identidad y el domicilio de las partes y, en su caso, la identidad de sus abogadas y abogados y de la tercera persona neutral que haya intervenido, el lugar y fecha en que se suscribe, las obligaciones que cada parte asume y que se ha seguido un procedimiento de negociación ajustado a las previsiones de esta ley.

			2. El acuerdo deberá firmarse por las partes y, en su caso, por sus representantes, y cada una de ellas tendrá derecho a obtener una copia. Si interviene una tercera persona neutral esta entregará un ejemplar a cada una de las partes y deberá reservarse otro ejemplar para su conservación.

			3. Las partes podrán compelerse recíprocamente a elevar el acuerdo alcanzado a escritura pública.

			De no atender la parte requerida la solicitud de elevación del acuerdo alcanzado a escritura pública, podrá otorgarse unilateralmente por la parte solicitante, debiendo hacerse la solicitud por medio del notario autorizante del instrumento público y dejar constancia en él.

			No será necesaria la presencia del tercero neutral en el acto de otorgamiento de la escritura.

			4. Los gastos de otorgamiento de escrituras serán abonados según lo acordado por las partes. En defecto de acuerdo, serán pagados por la parte que solicite la elevación a escritura pública, sin perjuicio de la repercusión como costas que, en su caso, pudiera producirse en el proceso de ejecución de conformidad con lo establecido en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, teniendo la consideración de derechos arancelarios.

			5. Para llevar a cabo la elevación a escritura pública del acuerdo, el notario verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos en esta ley y que su contenido no es contrario a Derecho.

			6. Cuando el acuerdo haya de ejecutarse en otro Estado, además de la elevación a escritura pública será necesario el cumplimiento de los requisitos que, en su caso, puedan exigir los convenios internacionales en que España sea parte y las normas de la Unión Europea.

			7. Cuando así lo exija la ley o el acuerdo se hubiere alcanzado en un proceso de negociación al que se hubiera derivado por el tribunal en el seno del proceso judicial, las partes podrán solicitar del tribunal su homologación.

			Así, en la normativa española, se otorga el rango de título ejecutivo al acuerdo de MASC elevado a escritura pública que reuniera los requisitos legales (art. 517.2.2.º LEC), no siendo preciso requerimiento de pago (art. 580 LEC). Este estatus se otorgaba a los acuerdos de mediación, y tras la LO 1/2025 se extiende a los demás acuerdos de MASC.

			Para ser elevado a título ejecutivo, el artículo 12 de la LO 1/2025 establece que las partes pueden acudir conjuntamente o, de no ser atendida la solicitud de elevación, por una de las partes, sin que sea preciso la participación del tercero que en su caso hubiera participado. También se refiere a los gastos de otorgamiento de escrituras, que serán abonados según acuerdo o bien por el solicitante, sin perjuicio de que los costes puedan repercutirse en un eventual proceso de ejecución posterior. El notario verificará el cumplimiento de los requisitos de la LO 1/2025.

			De acuerdo con la regulación general, solo se despachará ejecución tras veinte días desde la comunicación de la firma del acuerdo al ejecutado (art. 548 LEC).

			La acción ejecutiva caduca a los cinco años de la firmeza de la resolución que lo apruebe (art. 518 LEC), lo que, en el caso del acuerdo elevado a escritura pública, se referirá a la fecha de elevación a público, y, en el caso de ser aprobado judicialmente, al de firmeza de la resolución que lo apruebe.

			La postulación será precisa para el caso de que el acuerdo establezca el pago de más de 2.000 euros (art. 539.1 LEC).

			La competencia corresponde al Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se hubiera firmado el acuerdo de mediación (art. 545.2 LEC).

			La demanda ejecutiva que se base en acuerdo elevado a escritura pública habrá de acompañarse además del acuerdo, de copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento de mediación (art. 550.1.1.º LEC).

			La oposición a la ejecución solo será posible en los diez días siguientes a la notificación del auto en que se despache ejecución (art. 556.1 LEC) y con los únicos motivos de pago o cumplimiento, que se habrá de justificar documentalmente, aunque también se podrá oponer la caducidad de la acción ejecutiva, y los pactos y transacciones que se hubiesen convenido para evitar la ejecución, siempre que dichos pactos y transacciones consten en documento público.

			Se declarará la nulidad del despacho de la ejecución (art. 559.1.3.º LEC) si el acuerdo de mediación no cumple los requisitos legales exigidos para llevar aparejada ejecución.

			
4.4. EL ABUSO DEL SERVICIO PÚBLICO DE JUSTICIA, LAS COSTAS Y MULTAS


			En la LO 1/2025 se introdujo el concepto de Servicio Público de Justicia y abuso del mismo, con el fin de dotar al sistema de justicia eficaz y sostenible de herramientas para procurar su coherencia. Se ha establecido en el artículo 7, dedicado a los efectos de la apertura del proceso de negociación y su terminación sin acuerdo, en el apartado 4, que:

			4. Si se iniciara un proceso judicial con el mismo objeto que el de la previa actividad negociadora intentada sin acuerdo, los tribunales deberán tener en consideración la colaboración de las partes respecto a la solución consensuada y el eventual abuso del Servicio Público de Justicia al pronunciarse sobre las costas o en su tasación, y asimismo para la imposición de multas o sanciones previstas, todo ello en los términos establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

			Esta inclusión se produjo teniéndose como antecedentes mecanismos del derecho comparado, que desde hace tiempo establecían relación del uso de los MASC con las costas procesales y en general elementos desincentivadores económicos a la litigación.

			4.4.1. Las costas: gastos de abogado y procurador. Inclusión, moderación y exención como manifestación del abuso del Servicio Público de Justicia


			Como elemento secundario y complementario al requisito de procedibilidad, se introducen desincentivos económicos a la falta de acuerdos: se establecen, por una parte, unas variaciones de la regla general de costas, y por otro, una posibilidad de sanción económica.

			Estos dos elementos económicos se basan en la conceptualización del Servicio Público de Justicia, al que ya me he referido, y que justifican que, en la sociedad del siglo XXI, los ciudadanos tengan un deber de contribuir al funcionamiento del Servicio Público de Justicia, no acudiendo a los tribunales salvo en los casos en los que no fuera posible y adecuado acordar una solución.

			a) Exclusión de las costas en estimación total

			En el artículo 394 LEC, tras la redacción por la LO 1/2025 se establece el gran cambio en la regla de las costas, y es no pronunciarse sobre las costas, es decir, no atribuirlas al perdedor, si no hubiera querido participar en el MASC propuesto:

			1. […] No obstante, cuando la participación en un medio de solución de conflictos sea legalmente preceptiva, o se hubiere acordado, previa conformidad de las partes, por el juez, la jueza o el tribunal o el letrado o la letrada de la Administración de Justicia durante el curso del proceso, no habrá pronunciamiento de costas a favor de aquella parte que hubiere rehusado expresamente o por actos concluyentes, y sin justa causa, participar en un medio adecuado de solución de controversias al que hubiese sido efectivamente convocado.

			[…]

			4. Si la parte requerida para iniciar una actividad negociadora previa tendente a evitar el proceso judicial hubiese rehusado intervenir en la misma, la parte requirente quedará exenta de la condena en costas, salvo que se aprecie un abuso del Servicio Público de Justicia.

			Los requisitos que establece la ley para la exclusión de las costas, como excepción a la regla general de pago por el perdedor serían:

			1.Que no haya participado: por rehusar o por actos concluyentes.

			2.Que la propuesta sea de la otra parte en el marco procesal en que el intento fuera preceptivo o bien que haya sido derivado a un MASC y haya consentido a ello.

			Ha de remarcarse que este criterio excepcional es muy contundente, castiga la falta de participación, y no se exige la identidad o la similitud de lo condenado y lo propuesto en su caso por la otra parte en el MASC.

			Los litigantes que quieran evitar la aplicación de la regla de excepción deberían participar en el MASC al menos en alguna sesión, y no mostrar una conducta obstructiva por gestos concluyentes (p. ej., no acudir reiteradamente a la cita).

			Esta regla tal como es definida apunta a la falta de participación una vez derivado al MASC por el tribunal, que solo puede producirse con el consentimiento de la parte. Por tanto, el litigante habrá de ser coherente para evitar la aplicación de la excepción, y o bien oponerse a la derivación al MASC, o una vez derivado, participar y no mostrar conducta obstructiva.

			b) Condena en costas en estimación parcial

			En el mismo artículo, en su apartado segundo, se regula la situación para cuando no hubiese un claro vencedor en el proceso civil, en la que cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, a no ser que hubiere méritos para imponerlas a una de ellas por haber litigado con temeridad.

			Se establece de forma paralela en el mismo apartado 2 por la LO 1/2025 una nueva excepción relacionada con el MASC:

			«No obstante, si alguna de las partes no hubiere acudido, sin causa que lo justifique, a un medio adecuado de solución de controversias, cuando fuera legalmente preceptivo o así lo hubiera acordado el Juez, la Jueza o el Tribunal o el Letrado de la Administración de Justicia durante el proceso, se le podrá condenar al pago de las costas, en decisión debidamente motivada, aun cuando la estimación de la demanda sea parcial».

			Ello supone un importante impulso a la participación en los MASC; para el caso en que se estimen o desestimen parcialmente las pretensiones, se puede condenar en costas al no participante.

			Los requisitos para la condena en costas en este caso son menos exigentes:

			1.Que parte no acuda al MASC.

			2.Que la propuesta sea de la otra parte en el marco procesal en que el intento fuera preceptivo o bien que haya sido derivado a un MASC.

			Por tanto, para evitar la condena el litigante debe acudir a la primera sesión al menos o entablar cierta comunicación que pueda tenerse en cuenta como actividad negociatoria; y, por otra parte, evitar la derivación si no quiere llegar a ningún acuerdo, y si admite la derivación al MASC, acudir a esa primera sesión.

			c) Exoneración o moderación en fase de impugnación de las costas

			En el artículo 245, sobre Impugnación de la tasación de costas y solicitud de exoneración o moderación de las mismas, se introduce la posibilidad de que el perdedor y condenado en costas solicite la exoneración o reducción de estas porque el demandante no hubiera aceptado un acuerdo propuesto en el procedimiento de MASC y que sea sustancialmente coincidente con la condena:

			5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores y en el mismo plazo, la parte condenada al pago de las costas podrá solicitar la exoneración de su pago o la moderación de su cuantía cuando hubiera formulado una propuesta a la parte contraria en cualquiera de los medios adecuados de solución de controversias al que hubieran acudido, la misma no hubiera sido aceptada por la parte requerida y la resolución judicial que ponga término al procedimiento sea sustancialmente coincidente con el contenido de dicha propuesta.

			Las mismas consecuencias tendrá el rechazo injustificado de la propuesta que hubiese formulado el tercero neutral, cuando la sentencia recaída en el proceso sea sustancialmente coincidente con la citada propuesta.
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